PROYECTO DE LEY

EL Senado y la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con fuerza de

LEY

Artículo 1º: Declárase necesaria la Reforma Parcial de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires.

Artículo 2º: Adóptase  para  la  Reforma  Parcial de Constitución de la Provincia de Buenos Aires la modalidad de Convención Provincial.

Artículo 3º: La necesidad de la reforma se declara para la "Sección Séptima - Del régimen municipal - Capitulo Único" que comprende los artículos: 190; 191; 192; 193; 194; 195; 196 y 197 de la Constitución Provincial.

Artículo 4º: La Convención Reformadora deberá considerar los siguientes conceptos para ser incorporados a la Constitución de la Provincia de Buenos Aires: garantizar un régimen municipal dotado de autonomía institucional, política, administrativa, económica y financiero-tributaria, que contemple la facultad de darse sus cartas constitucionales locales de conformidad a los principios que sustentan el sistema de gobierno previsto en la Constitución Provincial.

Artículo 5º: La Convención Reformadora queda facultada para compatibilizar, reordenar, correlacionar y remunerar el articulado, en tanto resulte consecuencia directa y necesaria de las modificaciones autorizadas por la presente ley.

Artículo 6º: El Poder  Ejecutivo deberá convocar a elecciones de Diputados Convencionales, simultáneamente con la convocatoria a elecciones de renovación de Legisladores Provinciales del año 2009.

Artículo 7º: Cada Sección electoral de la Provincia elegirá tantos Convencionales como Senadores y Diputados provinciales le corresponda según la distribución vigente. La elección se realizará por los mismos medios y en la misma forma que para esos cargos.

Artículo 8º: Los Diputados Convencionales deberán reunir las condiciones para ser elegidos Diputados y gozarán de las mismas prerrogativas e inmunidades desde el día de su elección hasta el día que finalice su mandato.

Artículo  9º: Es incompatible el cargo de Diputado Convencional con los de: Gobernador, Vicegobernador, Ministros del Poder Ejecutivo, Magistrados y Funcionarios del Poder Judicial, Titulares de los Organismos de la Constitución, Miembros de los Directorios y Administradores de Entes Autárquicos de la Provincia, Miembros en actividad de las Fuerzas Armadas y Miembros en actividad de las Fuerzas de Seguridad tanto provinciales como nacionales.

El Estado Provincial, en sus tres Poderes, y las Municipalidades, deberán conceder las licencias necesarias a los candidatos a Diputados Convencionales, para el cumplimiento de su cometido. 

Artículo  10º: Realizado el escrutinio por la Junta Electoral la misma procederá a entregar los diplomas a los Diputados Convencionales electos, quienes de esa forma quedarán habilitados para el cargo. El resultado del escrutinio, así como la nómina de los Diputados Convencionales Electos, serán comunicados por la Junta Electoral al Poder Ejecutivo y a ambas Cámaras Legislativas.

Artículo 11º: En caso de renuncia, o de cualquier otra causa que implique dejar definitivamente el cargo de Diputado Convencional, electo o en ejercicio, el mismo será reemplazado por el candidato de la misma lista que integraba el cesante, según el orden de colocación que siguiere a los últimos incorporados.

Artículo 12º: El Poder Ejecutivo, en la convocatoria a elecciones para Diputados Convencionales, fijará el lugar, el día y la hora para el inicio de las sesiones de la Convención, el cual deberá ser dentro de los sesenta ( 60 ) días posteriores al acto eleccionario. La Convención sesionará en la ciudad de La Plata.

Artículo 13º: La Convención Reformadora deberá concluir su cometido en un plazo de noventa (90) días contados desde la fecha de su instalación. Ese plazo podrá ser ampliado por el voto de las 2/3 partes de la totalidad de los miembros del Cuerpo, por treinta (30) días más y por única vez.

Vencidos los plazos señalados precedentemente, caducarán los mandatos de los Diputados  Convencionales y se clausurarán las sesiones de la Convención.

En caso de haberse producido reforma, la Convención contará con diez (10) días más, para efectuar las comunicaciones al Poder Ejecutivo y a la Legislatura, y dar así cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 209 de la Constitución de la Provincia.

Artículo 14º: Para su constitución, la Convención reformadora se regirá por el Reglamento de la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, el cual será de aplicación hasta tanto sancione el propio.

Artículo 15º: A los Diputados Convencionales se les entregará una medalla y un diploma en mérito a su cargo, y recibirán una remuneración similar a la que, en concepto de dieta y gastos de representación, perciben los Legisladores Provinciales. Dicha remuneración se hará efectiva desde la instalación y hasta la clausura de la Convención Reformadora, y no podrá acumularse a cualquier otra que perciben del Estado, sea éste Nacional, Provincial, o de las Municipalidades,  con excepción de las correspondientes al ejercicio de la docencia.

Artículo 16º: La Convención Reformadora sesionará válidamente con la presencia de la mayoría absoluta del total de sus miembros. Aprobará las reformas al texto constitucional con el voto de la mayoría de los miembros presentes.

Artículo 17º: Las autoridades de ambas Cámaras Legislativas asignarán personal de las mismas para el desenvolvimiento de la Convención. Dicho personal percibirá exclusivamente la remuneración que le corresponde por su pertenencia a esas Cámaras.

Artículo 18º: Serán nulas de nulidad absoluta todas las reformas, derogaciones, adecuaciones y agregados que realizare la Convención Reformadora apartándose de las disposiciones de la presente ley.  

Artículo 19º: Los gastos que demande la ejecución de esta ley, así como el funcionamiento de la Convención Reformadora, serán atendidos con recursos de Rentas Generales, quedando autorizado el Poder Ejecutivo a efectuar las adecuaciones presupuestarias que correspondan.

Artículo 20º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

FUNDAMENTOS

Introducción
Entendemos por autonomía “la facultad que tiene la autoridad para darse sus propias normas, elegir sus autoridades y administrarse a sí misma, dentro del marco de su competencia territorial y material”. (1) En otras palabras, el nivel de gobierno que la posee puede autogobernarse y dictar sus propias normas, a diferencia de la autarquía que si bien se auto administra, lo hace en base a normas generales que son dictadas por niveles superiores.
El artículo 5 de la Constitución Nacional establece:”cada provincia dictará para si una Constitución bajo el sistema representativo republicano, de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías de Constitución Nacional, y que asegure su administración de justicia, su régimen municipal, y la educación primaria. Bajo estas condiciones el Gobierno Federal, garante a cada provincia el goce y ejercicio de sus instituciones”.Según lo que prescribe la norma suprema, las provincias tienen la obligación de incluir en sus constituciones un régimen municipal.

En cumplimiento de esta obligación cada provincia en su respectiva constitución, las principales características de su propio régimen municipal. Algunas provincias confieren a sus municipios de mayor importancia, la facultad de dictarse sus normas fundamentales (conocidas como Cartas) en las cuales se define sus objetivos y determina su estructura basal. Otras deciden conferir a todos lo municipios la facultad de dictarse sus propias Cartas.

La Legislatura de cada provincia puede asimismo dictar una ley que explique en detalle los aspectos enunciados en la constitución provincial. A esta ley se la  conoce con el nombre de Ley Orgánica de las Municipalidades y se aplica a todos los municipios a los cuales la legislatura de la provincia no les han dado la facultad de dictase sus propias Cartas.

A partir de la reforma constitucional de 1994 la Constitución Nacional establece en su artículo 123: "Cada provincia dicta su propia constitución, conforme a lo dispuesto por el artículo 5º asegurando la autonomía municipal y reglando su alcance y contenido en el orden institucional, político, administrativo, económico y financiero".
Esta disposición, incorporada, establece que todos los municipios argentinos son autónomos debiendo observarse si ello es en forma plena o semiplena. En consecuencia para el ejercicio del poder constituyente por las provincias, uno de los requisitos establecidos es el de asegurar un régimen municipal autonómico. Por tanto no existe ninguna posibilidad de instauración de una autarquía, como naturaleza jurídica de los municipios. En otras palabras las constituciones provinciales no pueden asegurara ningún otro régimen municipal que no sea autonómico.

De esta manera, los órdenes jurídicos provinciales están obligados a reconocer la autonomía de sus municipios y a fijar las pautas para determinar el alcance y los contenidos de dicha autonomía.

Esta facultad-obligación de los Estados provinciales, tiene su fundamento en el respeto de las autonomías provinciales y en el entendimiento que un buen régimen municipal debe tener en cuenta las particularidades propias de cada lugar. Por lo tanto, no puede existir un régimen local uniforme para todo el país.     

En consecuencia, a partir de la reforma de la Constitución Nacional de 1994, nuestra Provincia está obligada a realizar las modificaciones pertinentes en el texto de la Constitución Provincial, a efectos implementar la autonomía municipal en las comunas bonaerenses.
Habiendo transcurrido ya catorce años de aquella reforma constitucional, que dio lugar a la mencionada obligación a los Estados Federados, la Provincia de Buenos Aires, aún continua sin adaptar su Constitución incumpliendo lo dispuesto por la Constitución Nacional. Por tal motivo creemos imprescindible e imperativa la convocatoria a una Convención Constituyente que proceda a tal efecto.
Necesidad de la autonomía municipal

La prolongada crisis general que vivimos es también una crisis de legitimidad y representatividad que pone de manifiesto el divorcio creciente entre el consenso político al que se arriba en un Estado centralizado y el consenso social, o sea las necesidades y aspiraciones de la sociedad civil.

Esta realidad encuentra en el sector público, en la estructura institucional del Estado, su talón de Aquiles, para poder superarla. Así, un primer diagnóstico de la realidad permite observar: El poder centralizado no da respuestas a las necesidades de la ciudadanía. La falta de participación origina un divorcio entre la sociedad política y la sociedad civil. Los municipios tienen verdadera vigencia y relevancia, especialmente en la solución de los problemas de la población, pero al carecer de autonomía plena están limitados para potenciar sus capacidades.

Es indudable que la sociedad que vive esta realidad, nos demanda una reforma y modernización del Estado. Este debate se encuentra abierto hoy y la discusión profunda de la organización institucional, adaptada a la manera de ser o condición de nuestra realidad, evita caer en discusiones menores.

Juan Bautista Alberdi escribía: "La originalidad constitucional es la única a que se puede aspirar", y agregaba: "No es como la originalidad en las bellas artes. No consiste en una novedad superior a todas las perfecciones conocidas, sino en la idoneidad para el caso especial en que debe tener aplicación".

Entendemos que en la hora actual la descentralización y la participación constituyen el fundamento de equidad que deben poseer las instituciones. El proceso centralizador aleja los centros de decisión de los ciudadanos y consecuentemente también, la posibilidad de su control. En estas condiciones los ciudadanos no encuentran interlocutores políticos asequibles y con poder de decisión real, produciéndose la alienación del poder, que consiste en  el hecho de considerar al gobierno como algo ajeno y hasta muchas veces hostil.

Por el contrario, el proceso descentralizador es coherente con el principio de autodeterminación y significa una más correcta distribución de responsabilidades. En nuestra realidad la descentralización del Estado tiene todavía un importante camino que recorrer, en lo que respecta a la transferencia de competencias y fortalecimiento de los gobiernos locales.

El municipio

El municipio se convierte en protagonista para superar el Estado liberal y alcanzar el Estado social. De un Estado prestador de servicios, se alcanza a una institución protagonista en brindar una polifacética diversidad de actividades y servicios, que contribuyen al desarrollo integral y creador del individuo y de la comunidad que éste forma parte.

El municipio, fuente inagotable de creación y protagonismo, se constituye hoy en una pieza fundamental en la conformación del Estado democrático. En definitiva, en la vía hacia el Estado democrático, el municipio está llamado a ser el nexo o punto de encuentro entre la sociedad civil y el poder político" (Joan Perdigo).

El municipio es el primer eslabón de la cadena del Estado, y por ello tiene contacto más directo con la gente. Posibilitar su autonomía es posibilitar su autodeterminación. La autodeterminación significa que las decisiones o las normas sean provocadas y alimentadas por la comunidad que van a regir. El acercarnos hacia un proceso en el que los afectados, cada día más, participen en la toma de decisiones favorece la internalización de las mismas y evita que aparezcan como impuestas e ineficaces.

La autonomía permite asimismo canalizar de manera positiva importantes energías sociales, promoviendo la tolerancia y el pluralismo; desde el instante en que un grupo humano necesariamente debe unirse para dar autónomamente respuestas a sus necesidades y para la realización de una obra común se configura una sociedad conjunta, en la cual todos están interesados en su rendimiento, en su funcionamiento, con un interés más directo.

El proceso de descentralización y de autodeterminación conduce también a la disminución del poder burocrático, que se basa en gran medida en la exclusividad del manejo de las cuestiones y la información. Entendemos que debemos revisar el excesivo grado de centralización de la organización institucional, de gran parte de nuestro territorio, y dotar de autonomía plena a los gobiernos locales, y en particular a las municipalidades.

Origen y etapas en la vida de los municipios en la Argentina

Siguiendo a Tomas D. Bernard, en la historia institucional de la República pueden mencionarse tres épocas que caracterizan la organización de los gobiernos de las ciudades. Sin perjuicio de ello podemos mencionar otras que marcan una modificación del concepto de "autarquía" y comienzan a definir el concepto de "autonomía de los municipios" como son el aporte de las nuevas Constituciones provinciales, y la evolución de la jurisprudencia sobre esta materia.

a) El cabildo: fue una institución del gobierno comunal hispanocriollo, con "verdadero poder" con amplio espectro de atribuciones y de las voliciones del vecindario y del medio local. Cronológicamente lo podemos ubicar desde el comienzo mismo de la conquista en el siglo XVI, hasta el año 1821, en que se dicta la ley de supresión "de los cabildos", durante el gobierno de Martín Rodríguez.

La Revolución del 25 de mayo de 1810, tuvo como epicentro el Cabildo de Buenos Aires, es decir revistió carácter comunal y luego extendió sus alcances políticos a otras provincias y territorios que luego serían repúblicas independientes. La revolución le dio importancia política a los cabildos.

"Estrada ha considerado como un error grave la supresión de los cabildos de Buenos Aires y Luján y que luego siguieron otras provincias". Expresó que: "...en vez de dirigir la reforma (se refiere a la gubernativa de 1821 inspirada por Rivadavia) a ampliar las libertades locales apoyándose en el elemento sano del régimen antiguo, arrasaron todo y crearon un poder omnímodo fundado sobre el sufragio universal, es cierto, pero antiliberal, por cuanto debía gobernar una masa desorganizada, indefensa de todo campo de vida y gobiernos propios; y de todo medio de recomponer las instituciones, cuando trepidan, sino es por un patronazgo dictatorial o faccioso" (Estrada, José Manuel).

En nuestro país los cabildos entran en crisis en 1820 y desaparecen totalmente en 1837 en todo el país, ejerciendo los gobernadores y las Legislaturas provinciales las atribuciones que aquéllos tenían.

b) La segunda etapa arranca con la sanción de la Constitución de 1853, donde establece en su artículo 5 que "cada provincia dicta para sí una Constitución bajo el sistema representativo republicano... y que asegure... su Régimen Municipal". Es decir, se exige para el goce de la denominada "garantía federal", la existencia, en cada Estado federado, de un régimen municipal. De acuerdo a este precepto constitucional, se dictan las primeras leyes municipales como la de la ciudad de Buenos Aires (sancionada por el Congreso General Constituyente el 6-5-53, actuando como Congreso Nacional ); se inicia luego un proceso de debilitamiento de las facultades de los gobiernos municipales, que Bernard lo considera acorde con el proceso de debilitamiento del federalismo argentino, "que empequeñece y empobrece la autoridad local, haciendo de la descentralización política una mera descentralización administrativa, cuando no burocrática.

El constitucionalista Néstor P. Sagüés manifiesta que la imagen más inmediata sobre lo que debe ser el "régimen municipal" de la Constitución la brinda Juan Bautista Alberdi en sus conocidos Elementos de Derecho Público Provincial Argentino, donde dice: "Alberdi deposita su fe institucional en dos polos del desarrollo político: la Nación y los municipios....". Lo nacional en cambio, es "grande" y "glorioso". Lo municipal, a su turno es la "patria local", el punto de arranque y de apoyo de la gran patria argentina, "el alma del nuevo orden general de cosas". Y si no, agrega, "mirad a los Estados Unidos de América: la raíz principal de su progreso y bienestar, la base más profunda y fuerte de sus libertades, reside en sus instituciones, en sus costumbres, en sus libertades municipales o comunales".

El "Orador de la Constitución", fray Mamerto Esquiú, en su anteproyecto, en la parte relativa a la institución municipal, decía "ninguna forma de gobierno político puede suprimir ni alterar el derecho del pueblo al ejercicio de su vida municipal".

Lo cierto que la autonomía provincial que consagraba el texto constitucional traía aparejado un decaimiento de la propia institución municipal, pese a que el Código Civil les concedía el rol de "personas jurídicas de carácter necesario" a éstas y a las provincias (artículo 33).

Así la "tesis autarquista" es la que prima en la jurisprudencia de la Corte Suprema ("Fallos": Castro, María F. c/ Provincia de Buenos Aires, año 1902;  Ferrocarril Sud c/Municipalidad de La Plata, año 1911), y en la opinión de los juristas más notorios (Losa, Néstor O.).

"Paradójicamente en un país en el que el origen de su nacionalidad se gesta en un municipio - el Cabildo de la ciudad de Buenos Aires - la doctrina de la Corte Suprema de Justicia, luego de un primer período que reconoció su autonomía ("Fallos": 9-279: 5-284: 13-117) se volcó por muchas décadas por la tesis de la autarquía administrativa que conceptúa a los municipios como meras delegaciones del poder de las provincias. El último caso que registra esa doctrina - Ambros Palmegiani S.A. y Gennaro y Fernández S.A. Empresas Asociadas" (308-403 "Jurisprudencia Argentina" 1987-I-670) -, curiosamente también se dicta en un proceso proveniente de la ciudad de Rosario, y en él se reitera la añeja doctrina, expresando: "Las municipalidades no son más que delegaciones de los poderes provinciales, circunscriptos a fines y límites administrativos que la Constitución ha previsto como entidades del régimen provincial y sujetas a su propia legislación" (Vergara, Omar A.).

c) La tercera etapa, se inicia con "el breve fulgor de la Constitución Santafecina de 1921, que crea bajo la inspiración de las doctrinas municipalistas del Doctor Lisandro de la Torre, los denominados municipios de convención, con plena autonomía y que se dan su propia carta orgánica en asamblea constituyente vecinal para las grandes ciudades que forman la primera categoría de una clasificación tripartita de los municipios, y se consolida contemporáneamente, a partir de 1957, cuando algunas provincias aceptan los municipios de "convención... y varias de las nuevas provincias ( ex territorios nacionales ) que adquieren personería autonómica al erigirse como estados federados, también incorporan a sus leyes supremas los municipios de carta o de convención" (Bernard Tomas D). 

La Provincia de Santa Fe fue precursora en lo que a la consagración de la autonomía municipal se refiere, ya que la Constitución provincial de 1921, puesta en vigencia por el gobernador Luciano Molinas, la institucionalizó; incluso los municipios de Rosario y Santa Fe llegaron a dictar sus cartas municipales como  consecuencia de ello.

Luego, en 1957, se suman la Constitución de Chubut  que dice "gozarán de autonomía funcional, administrativa y financiera..." (artículos 208/219); la de Neuquén dice "Los municipios son autónomos" (artículos 184/188); la de Misiones dice "El municipio gozará de autonomía política, administrativa y financiera..." (artículos 161/170); la de Chaco dice: "Todo centro de población constituye un municipio autónomo" (artículo 179/180); la de La Pampa dice: "Todo centro de población constituye un municipio autónomo" (artículo 197); y la de Santa Cruz dice: "La autonomía de la municipalidades..." (artículo 140).

Esta etapa que vimos que se inicia a partir de 1921 marca el reinicio de la "autonomía municipal" cuando se recoge en la Constitución Santafecina la teoría del legislador Lisandro de la Torre, quién en su tesis doctoral ve en los municipios "un instituto del derecho natural con gestión política, con funcionalidad que va más allá de la mera competencia administrativa" (Lisandro de la Torre).

Ahora, no obstante lo expuesto, tampoco podemos dejar de remarcar, que a partir del año 1930, se produce un proceso de privatización, provincialización y nacionalización de los servicios públicos cuyo poder concedente estaba en manos de los municipios y que fueron paulatinamente transferidos a otras competencias, con la consiguiente disminución de sus facultades.

"Va de suyo que, en este reconocimiento de la autonomía municipal se encuentra la facultad del municipio de tomar a su cargo la explotación de los servicios públicos locales, reivindicándose así el poder concedente del municipio sobre servicios que originariamente prestaba y de los que fue despojado por una equivocada política centralizadora, servicios que siendo divisibles pueden ser prestados por los municipios, por sí o por concesionarios, para asegurar una mejor satisfacción de las necesidades de sus habitantes y una planificación armoniosa y coherente de la ciudad" (Programa de Gobierno de la Municipalidad de Rosario).

En síntesis, el proceso analizado indica un camino de los municipios destinado a trascender lo meramente administrativo para involucrar una dimensión filosófico-política comprensiva de un estilo de vida democrático con gobierno propio y poder impositivo suficiente para el cumplimiento de todos sus fines, en coordinación y cooperación con otras estructuras institucionales del Estado.

d) Las nuevas Constituciones provinciales, sancionadas a partir del advenimiento de la democracia en 1983, se caracterizan por el amplio reconocimiento de las autonomías municipales y asimismo por una depurada técnica en su articulación constitucional.

La Constitución de la Provincia de Córdoba: asegura a los municipios, toda comunidad de más de dos mil habitantes, un régimen basado en su "autonomía política, administrativa, económica, financiera e institucional"; y los municipios a los que la ley reconoce el carácter de ciudades "pueden dictar sus Cartas  Orgánicas" (artículos 180/181).

La Constitución de la Provincia de La Rioja: asegura a todos los municipios "autonomía institucional, política y administrativa" pudiendo dictar su Carta Orgánica (artículo 154).

En la Constitución de la Provincia de San Luis: "Se reconoce autonomía política, administrativa y financiera a todos los municipios". Los que dicten su Carta Orgánica gozan además de "autonomía institucional" (los de más de 25.000 habitantes) (artículos 248/254).

En la Constitución de la Provincia de Salta: se garantiza a todos los municipios el goce de "autonomía política, administrativa y financiera" y los de más de 10.000 habitantes pueden dictar su Carta Orgánica (artículo 164/168).

La Constitución de la Provincia de San Juan: reconoce "autonomía política, administrativa y financiera a todos los municipios", además, "los de primera categoría tienen autonomía institucional". Los de más de 30.000 habitantes dictan su Carta Orgánica (artículo 240/247).

En la Constitución de la Provincia de Santiago del Estero: "Los municipios de primera categoría serán autónomos" y, en consecuencia, dictarán su carta orgánica. Pero agrega en forma novedosa: "La provincia no podrá vulnerar la autonomía municipal consagrada en la presente Constitución. En caso de superposición normativa prevalecerá la legislación municipal en lo específicamente comunal" (artículo 218/220).

La Constitución de la Provincia de Jujuy: asegura a todos los municipios la "autonomía necesaria"...pudiendo los municipios de más de 20.000 habitantes dictar su propia carta orgánica (artículo 178/188).

La Constitución de la Provincia de Río Negro: asegura el régimen municipal basado en su "autonomía política, administrativa y económica". Aquellos que dicten su carta orgánica gozan además de autonomía institucional (artículos 225/228).

La Constitución de la Provincia de Tierra del Fuego: reconoce un régimen municipal basado en la autonomía "política, administrativa y económica financiera de las comunidades", y reconoce autonomía institucional a las poblaciones de más de 10.000 habitantes (artículos 169/170).

En síntesis, la normativa constitucional provincial, y en forma especial las nuevas constituciones sancionadas a partir de 1983, ratificaron el principio de autonomía plena, por lo tanto se apartaron de la doctrina de la autarquía a la que hemos hecho referencia más arriba.

La doctrina mayoritaria preponderantemente constitucionalista a lo que se agregan municipalistas, adhería a la tesis de considerar que el escueto artículo 5 de la Constitución Nacional de 1853, traía aparejada la autonomía, o bien que ella no podía descartarse en base a los antecedentes nacionales y al origen de las comunas que fuera tenido en mira por distintos legisladores.

"Pedro Frías, Vanossi, A. Hernández, Sánchez Viamonte, Dalla Montaño, Greca, Korn Villafañe, D.F. Sarmiento, T. Bernard, Bidart Campos, Zuccherino, entre otros, han compartido la tesis de la autonomía municipal y al igual que Sáenz Valiente y con pequeñas variantes entre sí, han sostenido la trilogía gubernamental que se traduce en gobierno nacional, provincial y municipal con las prelaciones jerárquicas que derivan de la ley fundamental" (Losa, Néstor O.)

"Los municipios se "federan" en provincias y las provincias se "federan" en el país. Pero - y esto es esencial - el poder municipal no es ya, un residuo; no es lo que queda después de apoderamiento y el reparto que la Nación y las provincias han hecho entre sí y para sí" (Julio Oyhanarte).

Derecho comparado

La Conferencia de los Poderes Locales y Regionales del Consejo de Europa en 1981, afirmó que el principio de autonomía local debe ser reconocido constitucionalmente.

La Constitución italiana establece que las provincias y municipios son entes autónomos en el marco de los principios establecidos por las leyes generales de la República.

La Constitución española estructura la organización territorial del Estado en comunidades autónomas, provincias y municipios, reconociéndole a cada uno de estos poderes públicos, autonomía para la gestión de sus respectivos intereses.

Las Constituciones de Brasil y de México reconocen la autonomía municipal que constituye un elemento esencial.

Zucherino enumera las Constituciones americanas que contienen referencias a la autonomía municipal (tomo III página 108); Bolivia (Carta de 1947), Brasil (Constitución de 1946), Costa Rica (Carta de 1949), Cuba (Constitución de 1940), Ecuador (Carta de 1946), El Salvador (Constitución de 1950 y 1962), Guatemala (Cartas de 1945 y 1965), Haití (Constitución de 1950 y 1962), Honduras (Cartas de 1936, 1957, 1965), México (Constitución de 1917), Nicaragua (Cartas de 1950 y 1954), Panamá (Constitución de 1946), Perú (Carta de 1933), República Dominicana (Constitución de 1963), Venezuela (Cartas de 1953 y 1961).

Alcance del concepto de autonomía

La reforma constitucional requerida pretende incorporar el concepto de "autonomía plena" en la Constitución Provincial, para dar certeza de los alcances y competencia a los gobiernos locales.

El desarrollo y crecimiento de las propias comunidades locales, adquiere mayores obligaciones y deberes con relación a las decisiones que hacen a sus poblaciones, por ello requieren mayores márgenes de autonomía. 
Autonomía para sancionar sus Constituciones locales, determinando la organización de su gobierno y atribuciones de los órganos del mismo. Autonomía para convocar al electorado a participar en los comicios para elegir sus autoridades o en otras formas participativas de toma de decisiones. Autonomía para generar sus rentas y disponer lo procedente para su recaudación, inversión y control de las mismas. Autonomía para institucionalizar mecanismos de  participación directa  de  los  ciudadanos  y convocarlos para la toma decisiones trascendentes. Autonomía para prestar y regular todos los servicios públicos que considere necesarios o convenientes para sus habitantes.
Se debe reconocer constitucionalmente a los municipios autonomía política, institucional, administrativa, económica y financiera, que significa: El orden político: no sólo implica la potestad de elegir sus propias autoridades sino que también implica la posibilidad de poder escoger entre diferentes formas de gobierno local, distintos sistemas electorales, mayor o menor participación ciudadana, de decidir no sólo en la elección sino también en la destitución de los funcionarios locales como también participar del proceso de elección de autoridades gubernamentales no municipales pero íntimamente vinculadas con los asuntos locales. En síntesis, el Estado municipal tiene facultad de organizar su forma de gobierno, con las condiciones instituidas por la Constitución Nacional y Provincial, y darse sus propias instituciones.

El aspecto institucional supone la posibilidad del dictado por parte del municipio de su propia carta orgánica. Con respecto a este orden, las provincias podrán o no categorizar sus municipios, para que tengan autonomía municipal plena o semiplena y así contar o no con facultad para dictar sus propias Cartas Orgánicas. En consecuencia, los criterios y cifras para el reconocimiento de la autonomía municipal pueden variar de provincia a provincia.
Con respecto al orden administrativo,  también es extensa la potestad provincial sobre alcance y contenido, por cuanto la materia comprende cuestiones tales como servicios públicos, obras públicas, poder de policía, organización administrativa, etc. En otros términos, importa la posibilidad por parte del municipio de la prestación de los servicios públicos y demás actos de administración local sin interferencia de autoridad de otro orden de gobierno, en nuestro caso, del gobierno provincial.
Finalmente, la mención al orden económico y financiero abarca las facultades relacionadas con la imposición de tributos, gasto público, promoción del desarrollo económico, regionalización, etc. La imposición de tributos (Poder tributario municipal) comprende la clásica tripartición de: impuestos, tasas y contribuciones.

En otras palabras, este aspecto de la autonomía municipal "comprende la libre creación, recaudación e intervención de las rentas para satisfacer los gastos del gobierno propio y satisfacer sus fines, que no son otros que el bien común de la sociedad local.

En definitiva, se hace necesario la incorporación constitucional de la "autonomía municipal" que debe trascender lo meramente administrativo para involucrar una dimensión filosófica, cultural y política, comprensiva de un estilo de vida democrático con gobierno propio y poder de realización suficiente.  

En estos tiempos de crisis, de dificultades en materia de recursos públicos, y crecientes demandas sociales, son los municipios quienes deben tener un participación protagónica en la reanimación económica, en la seguridad ciudadana en sentido amplio, en la asistencia y promoción social en todos sus aspectos en la salud pública, en la educación, en la cultura, en las políticas para construcción de viviendas. El municipio debe ser una respuesta eficaz que movilice muchos recursos latentes de nuestras sociedades. Pero este protagonismo no puede estar en manos de un sector público municipal tributario de todos los servicios y necesidades, pero carente de los necesarios derechos para decidir su destino, generar sus recursos y disponer sus gastos, y decidir sus políticas con el aporte insustituible de la participación del ciudadano.

Los municipios no pueden ni deben ser personas públicas opacas, ineficaces, improductivas y sin planificación. La superación de estas dificultades debe estar en los propios municipios dotados de las más amplias facultades para ejercer eficiente y eficazmente su gestión. Son los miembros de la comunidad quienes necesitan cada día más del municipio, por lo tanto son ellos quienes más necesitan el reconocimiento constitucional de su autonomía.

El ámbito local es probablemente el terreno político más  favorable -y donde es más imprescindible- la participación. La participación de los ciudadanos en la vida local se ha convertido en uno de los grandes temas políticos de nuestra época, y los organismos internacionales han aprobado declaraciones de principios, en general de reforma articulada con los principios de la autonomía local" (Jordi Borja).

"El municipio -dice Joan Perdigo- constituye el reconocimiento de la entidad, de la personalidad jurídica propia de la colectividad local, distinta de la de sus miembros, personas físicas. La colectividad local es, ciertamente, anterior o independiente del Estado; el municipio, en cambio necesita, para su existencia, que una organización política superior reconozca su "entidad" y su capacidad para ser sujeto de relaciones. Sobre esta base de la entidad o personalidad jurídica se fundamenta, a su vez la caracterización del municipio como administración pública, prestadora de servicios y funciones públicas y cauce de representación política, común en la mayoría de Estados modernos".

"Asimismo, en forma expresa, deberían introducirse en el texto constitucional la palabra autonomía y su concepto, en relación con el régimen municipal, a fin de terminar con imprecisiones y equívocos al respecto. Pero, para consolidar la autonomía del Municipio, hace falta algo más que declaraciones. Debe reconocerse a los municipios que se caractericen por la importancia de su población, la facultad de dictarse su propia Carta o Estatuto orgánicos mediante convención propia y no por ley de la Legislatura. Este sistema, más el derecho de crear y disponer de las propias rentas, permitirá concretar la autonomía municipal" (Dr. Rodolfo Rozas)

"El Municipio es una comunidad natural dotada de autonomía institucional, política, económico-financiera, tributaria y administrativa con arreglo a las normas de esta Constitución y a las leyes que en su consecuencia se dicten..... Cada municipio podrá dictar su propia Carta Orgánica por Convención convocada al efecto". (Texto del Proyecto de Reforma de 1990).

Las Cartas Orgánicas municipales constituyen el ordenamiento normativo fundamental que conforma el marco político - jurídico del régimen municipal, y se configura con el siguiente orden de prelación legislativo: a) Constitución Nacional, b) Constitución Provincial y c) Carta Orgánica Municipal.
El municipio, entonces, asume mediante su Carta Orgánica, el derecho de organizar libremente su régimen de gobierno y administración, mientras no supere las apetencias específicas de la Provincia o la Nación. Dice el Dr. Pablo Garat: "... toda Carta Orgánica Municipal es, o debiera ser, al mismo tiempo: a) Expresión de la Constitución real del Municipio y representativa del todo de la comunidad, b) Concretización de la Autonomía Municipal, en el marco del respeto a la Constitución provincial, c) Garantía de los derechos y libertades de los vecinos, las familias y las sociedades intermedias del  Municipio, d) Consecuencia de la vigencia del federalismo en el nivel de la relación Municipio–Provincia y e) Reaseguro para la realización del Bien Común Municipal. En síntesis, la comunidad local debe concretar en la Carta Orgánica Municipal su expresión normativa real y fundamental"
Las provincias, al dictar sus Constituciones y organizar el régimen municipal al que están obligadas asegurar no tienen prefijado un molde único, pudiendo consagrar el criterio de la autonomía plena, si los faculta a dictar sus propias cartas orgánicas, o semiplena, cuando no alcanza esa atribución.Cuando la Constitución define el alcance y contenido de la autonomía, no quiere decir que todos los municipios deben gozar del mismo status jurídico. Corresponderá a cada provincia, teniendo en cuenta su propia realidad, encuadrar las comunidades locales dentro de los parámetros señalados. Podrán existir municipios con autonomía plena (las cuatro atribuciones señaladas) y existirán otros con autonomía semiplena (carecen de autonormatividad). Nuestra norma fundamental reconoce en el municipio un verdadero gobierno que integra los niveles de estado que la Argentina posee como país federal, cada uno en la esfera de sus competencias y con sus autoridades ejecutivas, legislativas y judiciales.
Es decir, que con la reforma de 1994 de la Constitución Nacional, los municipios de provincia ya no podrán ser una mera autarquía administrativa, ni podrán ser reputados simples circunscripciones territoriales o descentralizaciones administrativas. Sin embargo, más allá del lineamiento que impone la Constitución Nacional, sigue siendo competencia de las provincias darle desarrollo a esa autonomía con variedad de modalidades.
Al reconocérsele la autonomía a los municipios, el gobierno provincial no podrá recuperar en cualquier momento facultades reconocidas a los municipios como sí podría ocurrir si se tratase de dependencias autárquicas.
El reconocimiento constitucional de la "autonomía", implica reconocerle sus facultades originarias, incluidas las de tipo tributario. El protagonismo de los municipios se justifica por raíces históricas y por estar generando en el presente una verdadera "revolución silenciosa", en términos de participación ciudadana y transparencia de sus actos.
El régimen municipal de la Provincia de Buenos Aires

El artículo 191 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, le asigna a la Legislatura la facultad de delimitar las atribuciones y responsabilidades de cada uno de los Departamentos que conforman la estructura gubernamental de los Municipios, "... confiriéndoles las facultades necesarias para que ellos puedan atender eficazmente a todos los intereses y servicios locales...". También la de marcar, deslindar, las atribuciones y responsabilidades de cada Departamento, y otorgar las facultades necesarias para que los municipios puedan atender eficazmente los intereses y servicios locales. Por lo tanto, las atribuciones de los municipios surgen de la Ley Provincial que los rige y no de propias Cartas Orgánicas. Mientras que el artículo 192 establece las atribuciones de los municipios. 
La Ley Orgánica Municipal, dictada en ejercicio de tales atribuciones, en su artículo 25 define el alcance de las competencias municipales expresando que "las ordenanzas deberán responder a los conceptos de ornato, sanidad, asistencia social, seguridad, moralidad, cultura, educación, protección, fomento, conservación y demás estimaciones encuadradas en su competencia constitucional que coordinen con las atribuciones provinciales y nacionales...".

Por su parte, en el artículo 26, establece el alcance que puede tener la función administrativa de policía según lo que establezcan en cada caso las ordenanzas. La norma en cuestión dice: "Las ordenanzas y reglamentaciones municipales podrán prever inspecciones, vigilancias, clausuras preventivas, desocupaciones, demoliciones, reparaciones, adaptaciones, restricciones, remociones, traslados, secuestros, allanamientos, ejecuciones subsidiarias, caducidades y cuantas más medidas fueren menester para asegurar el cumplimiento de sus normas. Las sanciones a aplicar por la contravención a las ordenanzas y reglamentaciones dictadas en uso del Poder de Policía Municipal serán las que establezcan el Código de Faltas Municipales." 

Los municipios bonaerenses se encuentran en una situación de desventaja frente el resto de los municipios del país, a quienes sus respectivas Constituciones Provinciales les han reconocido la autonomía.
El desconocimiento de la autonomía municipal impacta de manera negativa en las capacidades de los gobiernos municipales para formular sus propias políticas públicas. Esta situación debilita a los gobiernos municipales ya que fortalece la intervención del Estado Provincial en distintas áreas que son competencia de aquéllos. 
El régimen municipal de la Provincia de Buenos Aires, es establecido por las normas de la Constitución Provincial de 1933, ya que la reforma a la misma de 1994 no introdujo modificaciones en esta materia. Por lo tanto, el orden jurídico bonaerense no reconoce la autonomía municipal. Esto significa que la Constitución Provincial hoy por hoy se encuentra en contradicción con las normas de la Constitución Nacional.

Con fundamento en la supremacía federal establecida en el artículo 31 de la Constitución Nacional, todo el ordenamiento legal provincial debe respetar al nacional. Por esta razón, los Estados provinciales deben ejercitar su poder constituyente según el mandato de los artículos 5 y 123 de la Constitución Nacional, reconociendo y garantizando dicha autonomía en todos sus órdenes. En consecuencia, las constituciones provinciales de Entre Ríos, Mendoza, Santa Fé y Tucumán, como en el caso de la Provincia de Buenos Aires, que no reconocen la autonomía del Estado municipal, deben examinar sus textos para adaptarse a las nuevas pautas establecidas por la Constitución Nacional. De no cumplirse con el mandato constitucional, se puede impugnar la constitucionalidad de la normativa provincial correspondiente. 

Por esta causa está obligada por el artículo 123 de la Constitución Nacional a modificar sus normas y posibilitar la sanción de cartas orgánicas municipales, para asegurar el orden institucional de la autonomía local.

Conclusión

En los niveles de gobierno local es donde mejor se perciben las necesidades y los problemas de sus habitantes. Es allí donde con mayor eficiencia se pueden desarrollar las acciones tendientes a resolver los problemas de los habitantes utilizando los recursos económicos del municipio de la mejor forma posible. Es en los ámbitos locales donde más eficazmente pueden realizarse los controles.

Las formulas centralizadoras han demostrado su incapacidad para hacer frente a todas las necesidades de desarrollo. De ahí que el logro de la autonomía municipal, con el alcance y requisitos marcados en la Constitución Nacional, es hoy una exigencia imprescindible a fin de solucionar los problemas de una manera más eficiente. Estimularía y facilitaría la participación en la gestión de los intereses que les son propios a los ciudadanos y permitiría una mayor cercanía entre gobernantes y gobernados.

"Porque sienta las bases para que la participación pública sea efectiva y no meramente declarativa y se convierte en un mecanismo para redistribuir el poder en la estructura del Estado." (Silvero Salgueiro, Jorge “Obstáculos y Perspectivas para la autonomía municipal en el Paraguay”, CDE Fundación Friedrich Ebert, Asunción, 1992, Página 37. Obra citada por Losa, Néstor Osvaldo en “Derecho Municipal, Público Provincial Contravencional”, Mendoza Argentina, 1999, Ediciones Jurídicas Cuyo. Pág. 102).
La doctrina se ha expedido mayoritariamente en la obligatoriedad de garantizar la autonomía municipal en las constituciones provinciales. Sabsay y Onaindia al analizar el artículo 123 de la Constitución Nacional se preguntan “... si la presente cláusula agregada por la Convención Constituyente de 1994, obligará a aquellas Provincias que no consagren la autonomía municipal a reformar sus Constituciones. Creemos que la respuesta es afirmativa, porque se agregó a los límites impuestos por el artículo 5 un nuevo elemento y éste debe ser respetado por las Provincias para tornar legítimo el ejercicio de su poder constituyente. En consecuencia, estimamos que las Provincias deberán revisar sus Constituciones para adaptarlas a las nuevas pautas establecidas en la Constitución federal...” 

Hernández también afirma que “las leyes supremas provinciales deben obligatoriamente adecuarse al art. 123 de la Constitución Nacional y en el actual régimen municipal argentino, hay que reformar las constituciones de Buenos Aires, Entre Ríos, Mendoza, Santa Fe y Tucumán, porque ya hemos visto que no aseguran la autonomía local de dicha manera, especialmente en el orden institucional...”.

Néstor Loza, por su parte, plantea específicamente el caso del tratamiento de los municipios por parte de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires “... El logro nacional de 1994 fue acompañado, ese año, por otras reformas constitucionales provinciales que acataron la pauta autonómica o la ampliaron. Se puede aggiornar la autonomía del artículo 123, mas no se puede desconocer o atemperar pues es el piso o base que la Ley Suprema fijó para que (el municipio) sea un gobierno y no un simple ente. Los bonaerenses...que también modificaron su Constitución en 1994, con el agravio de haberla promulgado veinte días después de la reforma nacional, no sólo desoyeron la normativa federal, sino que ni siquiera se tocó el tópico referido al régimen municipal imperante en la Constitución de 1933, que se mantuvo igual, como si nada hubiese pasado...”, LOZA, N. "Derecho Municipal Público, Provincial y Contravencional", Ed. Jurídicas Cuyo, Mendoza, Págs. 317-318.

La Convención Provincial Constituyente, que se convoque,  debe establecer la autonomía de los municipios, pero fijar en el propio texto su alcance. La existencia de reglas claras y fundamentales del derecho, constituye una protección para el ciudadano; y además la mejor forma para instaurar la coherencia general.

Corresponde a la Convención el reconocimiento de la autonomía que importe asignarle a los municipios una estructura de poder y una estructura de funciones. Se deberá asegurar un régimen municipal autónomo que contemple las facultades de los municipios de darse su propia carta orgánica municipal, de elegir sus autoridades por el voto universal, secreto y obligatorio de los vecinos, y de fijar recaudar y administrar sus recursos. Bajo estas condiciones el gobierno provincial garantizará a cada municipio el goce y ejercicio de sus instituciones. 

El mundo moderno está revisando el excesivo grado de centralización institucional, es más, hoy tiende a la descentralización del poder y por ende de las tomas de decisiones. Hoy tenemos que concretar este desafío, de ahí que afirmemos con Tenzer,  que: “La apuesta política es esa, no meramente formal en el sentido de permitir legalmente las deliberaciones, sino real, esto es, hacer que la gente debata y construya efectivamente sus principios y su porvenir. El municipio sin duda es un ámbito de participación democrática. La pluralidad de autoridades en un ámbito dado significa el fin de la autoridad; la autoridad es, en cada ámbito, necesariamente única."  Es decir 
Como afirmara en la Convención Nacional de 1994, el Constituyente Dr. Guillermo E. Estevez Boero, -de quien hemos tomado gran parte de estos fundamentos- “El municipio o tiene la autoridad o no la tiene, corresponde a la Convención Constituyente dar sanción constitucional a la autonomía municipal y conferir esa "autoridad" para el ejercicio pleno de la misma”.
